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[bookmark: _GoBack]Anexo 2. Cuestionario relativo al Informe sobre las buenas prácticas en la aplicación del derecho a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible

1. Sírvase proporcionar, en detalle, ejemplos de leyes, reglamentos, políticas y programas que incorporen específicamente el derecho humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible (reconociendo que pueden utilizarse diferentes términos para describir este derecho humano).

En México, mediante el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de febrero de 2012, se reconoce a nivel Constitucional el derecho humano a un medio ambiente sano, reformando el párrafo quinto del artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por el que se establece el derecho de toda persona a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, así como que el Estado garantizará el respeto a este derecho, aunado a que el daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.

Dicho esto, el marco jurídico en materia ambiental en México es amplio y ya que se trata de una materia concurrente, fundamentado en el artículo 73, fracción XXIX-G de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, está compuesto por normativa de carácter federal, estatal y municipal. Aunado a lo anterior, tenemos un instrumento jurídico marco, que es la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), mismo que establece la distribución de competencias entre los tres órdenes de gobierno en la materia.

En este sentido, existen otros instrumentos jurídicos en materia ambiental en nuestro país, como la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, la Ley General de Vida Silvestre, la Ley de Aguas Nacionales y la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados y sus respectivos reglamentos.  

En términos de promoción y protección del derecho al medio ambiente sano que tutela la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ambientales a partir del 7 de junio del 2013, contamos con la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental  y a raíz de su promulgación se han abierto oportunidades para demandar la responsabilidad ambiental, que nace de los daños ocasionados al ambiente, así como la reparación y compensación de dichos daños cuando sea exigible a través de los procesos judiciales federales y procedimientos administrativos, además tiene por objeto la protección, la preservación y restauración del ambiente y el equilibrio ecológico para garantizar los derechos humanos a un medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar de toda persona.

Aunado a ello, México es parte de una serie de instrumentos y tratados internacionales en materia ambiental que integran el marco jurídico en relación con el cuidado del ambiente, con base en el artículo 1° de la Constitución, el cual fue reformado el 10 de junio de 2011 para establecer de manera expresa que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, por lo que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

Asimismo, las fracciones del el artículo 1o de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establecen las bases para: 

I.- Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano para su desarrollo, salud y bienestar; Fracción reformada DOF 05-11-2013
II.- Definir los principios de la política ambiental y los instrumentos para su aplicación;
III.- La preservación, la restauración y el mejoramiento del ambiente;
IV.- La preservación y protección de la biodiversidad, así como el establecimiento y administración de las áreas naturales protegidas;
V.- El aprovechamiento sustentable, la preservación y, en su caso, la restauración del suelo, el agua y los demás recursos naturales, de manera que sean compatibles la obtención de beneficios económicos y las actividades de la sociedad con la preservación de los ecosistemas;
VI.- La prevención y el control de la contaminación del aire, agua y suelo;
VII.- Garantizar la participación corresponsable de las personas, en forma individual o colectiva, en la preservación y restauración del equilibrio ecológico y la protección al ambiente;
VIII.- El ejercicio de las atribuciones que en materia ambiental corresponde a la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, bajo el principio de concurrencia previsto en el Artículo 73 fracción XXIX - G de la Constitución; Fracción reformada DOF 19-01-2018
IX.- El establecimiento de los mecanismos de coordinación, inducción y concertación entre autoridades, entre éstas y los sectores social y privado, así como con personas y grupos sociales, en materia ambiental, y
X.- El establecimiento de medidas de control y de seguridad para garantizar el cumplimiento y la aplicación de esta Ley y de las disposiciones que de ella se deriven, así como para la imposición de las sanciones administrativas y penales que correspondan. En todo lo no previsto en la presente Ley, se aplicarán las disposiciones contenidas en otras leyes relacionadas con las materias que regula este ordenamiento.

Adicionalmente, México cuenta con la Unidad Especializada en Investigación de Delitos contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales, adscrita a la Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delitos Federales, en la Fiscalía General de la República; que en el ámbito de su competencia, a través de sus Agentes del Ministerio Público de la Federación, se encarga de representar a la sociedad en la investigación y persecución de delitos del fuero federal.

Por otra parte, mediante el Acuerdo SS/5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de junio de 2013, se reformaron los artículos 22, fracción XIII, 23, fracción III, 23 Bis, fracción I, y se adicionaron las fracciones V y VI del citado artículo 23 Bis, del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; mediante el cual, se amplió la competencia de la Sala Especializada en Resoluciones de Órganos Reguladores de la Actividad del Estado a fin de que pueda conocer de la materia ambiental y se modificó su denominación. Las materias de su competencia abarcan: resoluciones de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria, juicios que se promuevan contra resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos en materia de protección al medio ambiente y aquellas en donde se controviertan normas oficiales mexicanas. Asimismo, resuelve los juicios promovidos en contra de las resoluciones definitivas de actos administrativos y procedimientos dictados con fundamento en la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, Ley General de Vida Silvestre, Ley General para la Prevención y Gestión Integral de Residuos, Ley de Bioseguridad de Organismo Genéticamente Modificados y Ley General de Cambio Climático.

Finalmente, la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental en su artículo 28 reconoce el derecho e interés legítimo para ejercer acción y demandar judicialmente la responsabilidad ambiental, la reparación y compensación de los daños ocasionados al ambiente, el pago de la sanción económica, así como las prestaciones a las que se refiere la propia Ley a: I. Las personas físicas habitantes de la comunidad adyacente al daño ocasionado al ambiente; II. Las personas morales privadas mexicanas, sin fines de lucro, cuyo objeto social sea la protección al ambiente en general, o de alguno de sus elementos siempre que acrediten que fueron legalmente constituidas por lo menos tres años antes de la presentación de la demanda correspondiente; III. La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA), y IV. Las procuradurías o instituciones que ejerzan funciones de protección ambiental de las entidades federativas y del Distrito Federal en el ámbito de su circunscripción territorial, conjuntamente con la PROFEPA.

Por otra parte, el artículo 4 de la LAN, la autoridad y administración en materia de aguas nacionales y de sus bienes públicos inherentes corresponde al Ejecutivo Federal, quien la ejercerá directamente o a través de La Comisión Nacional del Agua (CONAGUA).

La CONAGUA es un Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con funciones de Derecho Público en materia de gestión de las aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes, con autonomía técnica, ejecutiva, administrativa, presupuestal y de gestión, para la consecución de su objeto, la realización de sus funciones y la emisión de los actos de autoridad que conforme a la LAN corresponde tanto a ésta como a los órganos de autoridad a que la misma se refiere (Art. 3, fracción XII de la LAN).

Dicho esto, se entiende por Gestión del Agua, el proceso sustentado en el conjunto de principios, políticas, actos, recursos, instrumentos, normas formales y no formales, bienes, recursos, derechos, atribuciones y responsabilidades, mediante el cual coordinadamente el Estado, los usuarios del agua y las organizaciones de la sociedad, promueven e instrumentan para lograr el desarrollo sustentable en beneficio de los seres humanos y su medio social, económico y ambiental, (1) el control y manejo del agua y las cuencas hidrológicas, incluyendo los acuíferos, por ende su distribución y administración, (2) la regulación de la explotación, uso o aprovechamiento del agua, y (3) la preservación y sustentabilidad de los recursos hídricos en cantidad y calidad, considerando los riesgos ante la ocurrencia de fenómenos hidrometeorológicos extraordinarios y daños a ecosistemas vitales y al medio ambiente. La gestión del agua comprende en su totalidad a la administración gubernamental del agua (Art. 3, fracción XXVIII de la LAN).

Asimismo, los principios de política hídrica nacional establecidos en dicho artículo son fundamentales en la aplicación e interpretación de las disposiciones contenidas en la LAN y en sus reglamentos, y guían los contenidos de la programación nacional hídrica y por región hidrológica y cuenca hidrológica.

La planificación hídrica es de carácter obligatorio para la gestión integrada de los recursos hídricos, la conservación de recursos naturales, ecosistemas vitales y el medio ambiente.

Ahora bien, en materia de agua potable, drenaje y saneamiento, conforme a lo dispuesto por el artículo 36 del Reglamento Interior de la Comisión Nacional del Agua, atribuciones conferidas a esta Subdirección General de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento, (SGAPDYS), se enlistan los ejemplos de leyes, reglamentos, políticas y programas relacionados al ambiente y, principalmente al agua.

Dicho esto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala en el artículo 4°, párrafo sexto que toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley, definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.[footnoteRef:1] [1:  Párrafo adicionado DOF 08-02-2012
] 


En ese sentido, la CONAGUA por conducto de la SGAPDYS apoya a los municipios, ya que conforme a lo dispuesto en el artículo 115, párrafo III, “Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos como: agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales.”.

Dicho lo anterior, las siguientes leyes políticas y programas son relevantes en la materia:

Ley de Aguas Nacionales 

ARTÍCULO 1. La presente Ley es reglamentaria del Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de aguas nacionales; es de observancia general en todo el territorio nacional, sus disposiciones son de orden público e interés social y tiene por objeto regular la explotación, uso o aprovechamiento de dichas aguas, su distribución y control, así como la preservación de su cantidad y calidad para lograr su desarrollo integral sustentable.

De los artículos 3 fracción XII; 14 BIS 5 fracciones  I, III, V, IX, X, XIV, XX, XXII y último párrafo; 15 fracciones I, VII, VIII y X; así como el Décimo quinto transitorio de la LAN, se observan preceptos que coadyuvan a garantizar el derecho humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible.

En resumen, en estos artículos se establecen las bases de la gestión del agua y los principios de la política hídrica que tienen como eje central la conservación y preservación del recurso, como medio para conservar el medio ambiente y satisfacer los requerimientos de agua en calidad y cantidad, tanto de las personas, como de los productores. Asimismo, se establece el orden de prelación de los usos del agua, donde destacan como primeros en orden el uso y consumo humano y en sexto el uso para la conservación ecológica o uso ambiental.

Ahora bien, hasta 2018 se tuvo el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, el Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales 2013-2018, así como el Programa Nacional Hídrico 2014-2018, en los cuales se advierte la vinculación de políticas en materia de agua potable, drenaje y saneamiento que inciden en el derecho humano al agua, mismas que a continuación se describen:

Plan Nacional de Desarrollo

Meta Nacional II. México Incluyente
Objetivo 2.1. Garantizar el ejercicio efectivo de los derechos sociales para toda la población.
Objetivo 2.2. Transitar hacia una sociedad equitativa e incluyente.
Objetivo 2.3. Asegurar el acceso a los servicios de salud.
Objetivo 2.4. Ampliar el acceso a la seguridad social.
Objetivo 2.5. Proveer un entorno adecuado para el desarrollo de una vida digna

Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales
Objetivo Sectorial 2.- “Construir un entorno digno que propicie el desarrollo a través de la mejora en los servicios básicos, la calidad y espacios de la vivienda y la infraestructura social.”

Programa Nacional Hídrico
Objetivo 3. Fortalecer el abastecimiento de agua y el acceso a los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento

Estrategia 3.1 Incrementar la cobertura de los servicios de agua potable y alcantarillado

3.1.1 Incrementar las coberturas de agua potable y alcantarillado en zonas urbanas y rurales privilegiando a la población vulnerable. 
3.1.2 Suministrar agua de calidad para el uso y consumo humano para prevenir padecimientos de origen hídrico. 
3.1.3 Fomentar que la definición de tarifas de agua potable, alcantarillado y saneamiento siga criterios técnicos, financieros y sociales
3.1.4 Crear infraestructura para aprovechamiento de nuevas fuentes de abastecimiento.
3.1.5 Ampliar y mejorar el uso de fuentes de agua alternativas como la desalinización y cosecha de lluvia.


Estrategia 3.2 Mejorar las eficiencias de los servicios de agua en los municipios

3.2.1 Mejorar la eficiencia física en el suministro de agua en las poblaciones.
3.2.2 Mejorar los sistemas de medición en los usos público urbano e industrial.
3.2.3 Promover y aplicar tecnologías de bajo consumo de agua en los sistemas de abastecimiento público, industrias y servicios.
3.2.4 Mejorar el desempeño técnico, comercial y financiero de los organismos prestadores de servicios de agua y saneamiento.
3.2.5 Apoyar o crear organismos metropolitanos o intermunicipales para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento.

Estrategia 3.3 Sanear las aguas residuales municipales e industriales con un enfoque integral de cuenca hidrológica y acuífero

3.3.1 Mejorar el funcionamiento de la infraestructura de tratamiento de aguas residuales.
3.3.2 Construir nueva infraestructura de tratamiento de aguas residuales y colectores e impulsar el saneamiento alternativo en comunidades rurales.
3.3.3 Impulsar el uso y manejo de fuentes de energía alternativas para el autoconsumo en procesos de tratamiento de aguas residuales.

Estrategia 3.4 Promover la construcción de proyectos que contribuyan a mitigar la pobreza, incluyendo la Cruzada Nacional Contra el Hambre

3.4.1 Implementar proyectos productivos con tecnologías de riego apropiadas en comunidades con rezago, para mejorar ingresos, proveer empleo y producir alimentos.
3.4.2 Fomentar la participación de comunidades indígenas en la gestión de los recursos hídricos para su desarrollo sustentable.
3.4.3 Difundir tecnología apropiada de suministro de agua, incluyendo: captación de lluvia y niebla, cisternas, dispositivos de bombeo, filtración y desinfección.
3.4.4 Difundir tecnología apropiada de saneamiento, construcción de baños y lavaderos ecológicos, biodigestores, biofiltros, humedales, entre otros.

Estrategia 3.5 Promover los instrumentos de coordinación que propicien la certeza jurídica para garantizar el derecho humano de acceso al agua

3.5.1 Promover los instrumentos de coordinación que permitan la regulación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento.

Para el Plan Nacional de Desarrollo, el Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales, como el Programa Nacional Hídrico para el período 2019-2024, los cuales están en proceso de elaboración y consenso, en dichos documentos se hace énfasis en el cumplimiento del derecho humano al agua, con una visión incluyente que prioriza la atención de los grupos vulnerables como son las personas indígenas y afrodescendientes.

Programas Presupuestarios

A la fecha, la SGAPDYS coordina el Programa de Agua Potable, Drenaje y Tratamiento (PROAGUA), el cual tiene el propósito incrementar o sostener la cobertura de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento por medio del desarrollo de infraestructura en apoyo de los organismos operadores; el apoyo se hace para el financiamiento de obras y acciones. 

Dicho Programa está sujeto a Reglas de Operación que se publican año con año, el presente año se encuentran vigentes las publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 26 de febrero de 2019, en la cual se contempla lo relacionado al Derecho Humano al Agua.

Aunado a ello, el sistema jurídico e institucional para atender en específico, cada uno de los Derechos Humanos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales, así como aquellos encaminados a enfrentar el cambio climático, deriva de la responsabilidad que tiene México de proteger, respetar y facilitar a todas las personas el acceso a una vida digna, a la salud, al agua, a un medio ambiente sano y a la alimentación y vivienda adecuadas, entre otros.

En esta tesitura, la normatividad que contempla explícitamente el Derecho Humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, son la Ley General del Cambio Climático, su Reglamento, y el Reglamento de la Ley General de Cambio Climático en materia del Registro Nacional de Emisiones, pudiendo identificarse también la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley General de Vida Silvestre y la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables.

Por su parte, la Ley Minera, en su artículo 37, fracción II, establece que las personas que beneficien minerales o sustancias están obligadas a sujetarse a las disposiciones generales y a las Normas Oficiales Mexicanas aplicables a la industria minero-metalúrgica en materia de seguridad y del equilibrio ecológico y protección al ambiente.

De igual forma, el artículo 39 de dicha la Ley, establece que, en las actividades de exploración, explotación y beneficio de minerales o sustancias, los concesionarios mineros deberán procurar el cuidado del medio ambiente y la protección ecológica, de conformidad con la legislación y la normatividad de la materia.

En congruencia con la normatividad minera antes mencionada, esta actividad está regida por un conjunto de Normas Oficiales Mexicanas (NOMs) que avalan que las diferentes etapas de la minería se desarrollen garantizando un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible. Entre las más importantes, se destacan las siguientes:

Medio Ambiente

· Norma Oficial Mexicana NOM-120-SEMARNAT-2011 (el 19 de marzo de 2019, ingresó un proyecto de modificación de esta norma). Protección ambiental para las actividades de exploración minera directa, en zonas agrícolas, ganaderas o eriales y en zonas con climas secos y templados en donde se desarrolle vegetación de matorral xerófilo, bosque tropical caducifolio, bosques de coníferas o encinos. 
· Norma Oficial Mexicana NOM-059-SEMARNAT-2010. Protección ambiental de especies nativas de México de flora y fauna silvestres-Categorías de riesgo y especificaciones para su inclusión, exclusión o cambio-Lista de especies en riesgo.
· Norma Oficial Mexicana NOM-155-SEMARNAT-2007. Requisitos de protección ambiental para los sistemas de lixiviación de minerales de oro y plata.
· Norma Oficial Mexicana NOM-157-SEMARNAT-2009. Que establece los elementos y procedimientos para instrumentar planes de manejo de residuos mineros.
· Norma Oficial Mexicana NOM-159-SEMARNAT-2011. Protección ambiental de los sistemas de lixiviación de cobre.

Suelo

· Norma Oficial Mexicana NOM-052-SEMARNAT-2005, Que establece las características, el procedimiento de identificación, clasificación y los listados de los residuos peligrosos.
· Norma Oficial Mexicana NOM-141-SEMARNAT-2003. Que establece el procedimiento para caracterizar los jales, así como las especificaciones y criterios para la caracterización y preparación del sitio, proyecto, construcción, operación y post-operación de presas de jales. 
· Norma Oficial Mexicana NOM-133-SEMARNAT-2015. Protección ambiental-Bifenilos Policlorados (BPCs)-Especificaciones de manejo.
· Norma Oficial Mexicana NOM-138-SEMARNAT/SSA1-2012. Límites máximos permisibles de hidrocarburos en suelos y lineamientos para el muestreo en la caracterización y especificaciones para la remediación.
· Norma Oficial Mexicana NOM-147-SEMARNAT/SSA1-2004. Que establece criterios para determinar las concentraciones de remediación de suelos contaminados por arsénico, bario, berilio, cadmio, cromo hexavalente, mercurio, níquel, plata, plomo, selenio, talio y/o vanadio. 
· Autorización de cambio de uso de suelo en terrenos forestales (CUSTF).

Aire

· Licencia Ambiental Única (LAU)
· Cédula de Operación Anual (COA)
· Norma Oficial Mexicana NOM-043-SEMARNAT-1993, Niveles máximos permisibles de emisión a la atmósfera de partículas sólidas provenientes de fuentes fijas.
· Norma Oficial Mexicana NOM-167-SEMARNAT-2017. Límites máximos permisibles de emisión de contaminantes para los vehículos automotores que circulan en las entidades federativas Ciudad de México, Hidalgo, Estado de México, Morelos, Puebla y Tlaxcala.

Agua

· Norma Oficial Mexicana NOM-001-SEMARNAT-1996. Que establece los límites máximos permisibles de contaminantes en las descargas residuales en aguas y bienes nacionales.
· Norma Oficial Mexicana NOM-141-SEMARNAT-2003. Que establece el procedimiento para caracterizar los jales, así como las especificaciones y criterios para la caracterización y preparación del sitio, proyecto, construcción, operación y post-operación de presas de jales.

Materia laboral

· Norma Oficial Mexicana NOM-023-STPS-2012. Trabajos en minas. Condiciones de seguridad y salud en el trabajo.
· Norma Oficial Mexicana NOM-032-STPS-2008. Seguridad para minas subterráneas de carbón.

En este sentido, la Secretaría de Economía establece reglas claras a la industria y el comercio a través de la emisión de regulaciones (Normas Oficiales Mexicanas) y normas mexicanas, teniendo como principio proteger los Derechos Humanos de contar con un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible; aunado a lo anterior, el 5 de febrero de 2019, se publicó la declaratoria de vigencia de la norma mexicana NMX-SAA-14067-IMNC-2018 Gases de efecto invernadero-Huella de carbono de productos-Requisitos y directrices para cuantificación y comunicación, y posteriormente el 30 de agosto de 2018, se publicó el aviso de consulta pública del proyecto de norma mexicana PROY-NMX-SAA-14055-1-IMNC-2018 Gestión Ambiental-Directrices para el Establecimiento de Buenas Prácticas para Combatir la Degradación de la Tierra y la Desertificación-Parte 1: Marco para las Buenas Prácticas; las cuales tienen como propósito coadyuvar en el fortalecimiento del derecho al medio ambiente.

Finalmente, en el ámbito internacional, en lo relacionado al establecimiento de Políticas y Programas, se hace referencia el Convenio de Minamata sobre el Mercurio, entrado en vigor el 16 de agosto de 2017, el cual había sido firmado por México el 10 de octubre de 2013 y ratificado el 29 de septiembre de 2015.

El Objetivo del Convenio es “Proteger la salud humana y el medio ambiente de las emisiones y liberaciones antropógenas de mercurio y compuestos de mercurio”.

En este sentido, en materia minera, los artículos relevantes del Convenio son los siguientes:

Artículo 3 (párrafos 3 y 4): Ninguna Parte permitirá la extracción primaria de mercurio que no se estuviera realizando en su territorio en la fecha de entrada en vigor del Convenio para ella. 

Cada Parte, en cuyo territorio se estuvieran realizando actividades de extracción primaria de mercurio en la fecha de entrada en vigor del Convenio, permitirá esa extracción únicamente por un período de hasta 15 años después de esa fecha (agosto de 2032). Durante ese período, el mercurio producido por esa extracción solamente se utilizará en la fabricación de productos con mercurio añadido de conformidad con el artículo 4 o en los procesos de fabricación de conformidad con el artículo 5, o bien se eliminará de conformidad con el artículo 11, mediante operaciones que no conduzcan a la recuperación, el reciclado, la regeneración, la reutilización directa u otros usos.

Artículo 7 (párrafos 2 y 3): Cada Parte en cuyo territorio se realicen actividades de extracción y tratamiento de oro artesanales y en pequeña escala sujetas al presente artículo adoptará medidas para reducir y, cuando sea viable, eliminar el uso de mercurio y de compuestos de mercurio de esas actividades y las emisiones y liberaciones de mercurio en el medio ambiente provenientes de ellas.

Cada Parte notificará a la Secretaría si en cualquier momento determina que las actividades de extracción y tratamiento de oro artesanales y en pequeña escala realizadas en su territorio son más que insignificantes. Si así lo determina, la Parte:

a) Elaborará y aplicará un plan de acción nacional de conformidad con el anexo C;

b) Presentará su plan de acción nacional a la Secretaría a más tardar tres años después de la entrada en vigor del Convenio para esa Parte o tres años después de la notificación a la Secretaría, si esa fecha fuese posterior (noviembre de 2021, aproximadamente); y

c) En lo sucesivo, presentará un examen, cada tres años, de los progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del presente artículo e incluirá esos exámenes en los informes que presente de conformidad con el artículo 21.

Dicho lo anterior, en torno al cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Minamata, la Secretaría de Economía participa en dos proyectos: 

1) Actuó como Institución coadyuvante en la elaboración del Inventario de Emisiones y Liberaciones de Mercurio, el cual estuvo a cargo del Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC). Además, tuvo un papel relevante para que México declarara su producción de mercurio como “más que insignificante” en la COP 1 en Ginebra, Suiza, en 2017.

2) Participa, a través del Servicio Geológico Mexicano (SGM), en el Proyecto GEF 6 sobre Minería Artesanal de Mercurio en Querétaro, a cargo de la Dirección General de Gestión Integral de Materiales y Actividades Riesgosas (DGGIMAR) de la SEMARNAT.

A corto plazo, la Secretaría de Economía se incorporará, también como Institución coadyuvante, a las actividades en torno a la elaboración del Plan Nacional de Acción para las actividades de extracción y tratamiento de oro artesanal y en pequeña escala, el cual se encuentra estipulado en el artículo 7 y el Anexo C del Convenio de Minamata, el cual -factiblemente- estará a cargo de la Dirección General de Energía y Actividades Extractivas de la SEMARNAT.


2. Sírvase proporcionar ejemplos concretos de buenas prácticas en la aplicación del derecho humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible. Los ejemplos pueden incluir prácticas relacionadas con: garantizar los derechos procesales (por ejemplo, acceso a la información, participación pública en la toma de decisiones sobre el medio ambiente y acceso a la justicia y a la reparación); protección de los elementos sustantivos del derecho (incluyendo: aire limpio; acceso a agua limpia y saneamiento; alimentos sanos y producidos de manera sostenible; un entorno no tóxico en el que vivir, trabajar, estudiar y jugar; un clima seguro; y una biodiversidad y ecosistemas sanos); monitoreo de los impactos adversos sobre el derecho humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible; promover el disfrute del derecho a medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible; regular las actividades empresariales de conformidad con los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de las Naciones Unidas para proteger el derecho a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible; y las reparaciones que se han proporcionado a las víctimas de violaciones del derecho a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible. Estos ejemplos pueden darse a nivel internacional, nacional, subnacional o local.
A través de una reforma constitucional al párrafo sexto del artículo 4o., publicada el 8 febrero de 2012  en el Diario Oficial de la Federación, se elevó a rango constitucional el derecho humano al agua y saneamiento, dicho precepto a la letra dice: 
“Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.”
Por otro lado, el 10 de junio de 2011 se reformó el artículo 1o. Constitucional, para establecer que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, por lo que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
Para el tema del derecho al acceso al agua limpia y saneamiento, los principales instrumentos que regulan la administración del recurso hídrico en nuestro país son la Ley de Aguas Nacionales[footnoteRef:2] y su Reglamento[footnoteRef:3], ordenamientos jurídicos reglamentarios del artículo 27 de nuestra Constitución. [2:  http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/16_240316.pdf]  [3:  http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LAN_250814.pdf ] 


Es importante mencionar que, conforme al artículo 115, fracción III, inciso a, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los municipios tendrán a su cargo, entre otras, las funciones y servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales. 
Asimismo, existen varias Normas Oficiales Mexicanas en materia de agua, que son definidas en la Ley Federal sobre Metrología y Normalización[footnoteRef:4] como la regulación técnica de observancia obligatoria expedida por las dependencias competentes, que establece reglas, especificaciones, atributos, directrices, características o prescripciones aplicables a un producto, proceso, instalación, sistema, actividad, servicio o método de producción u operación, así como aquellas relativas a terminología, simbología, embalaje, marcado o etiquetado y las que se refieran a su cumplimiento o aplicación (artículo 3, fracción XI).  [4:  http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/130_150618.pdf ] 

Dentro de las Normas Oficiales Mexicanas en el tema de la calidad del recurso hídrico se encuentran la NOM-001-SEMARNAT-1996[footnoteRef:5] y NOM-002-SEMARNAT-1996[footnoteRef:6], relacionadas con los límites máximos permisibles de contaminantes en las descargas de aguas residuales, la primera de ellas en agua y bienes nacionales, y la segunda a los sistemas de alcantarillado urbano o municipal. [5:  http://www.economia-noms.gob.mx/noms/consultaXNormaAction.do]  [6:  http://www.economia-noms.gob.mx/noms/consultaXNormaAction.do] 

Se han firmado convenios de coordinación entre el Gobierno Federal y varios gobiernos estatales con el objeto de conjuntar recursos y formalizar acciones en materia de infraestructura hidroagrícola, de agua potable, alcantarillado y saneamiento, así como de cultura del agua, para fomentar el desarrollo regional. 
Las 32 entidades federativas firmaron con el gobierno federal, por conducto de la CONAGUA, el convenio de coordinación mediante el cual se conjuntan recursos y formalizan acciones en materia de infraestructura hidroagrícola, de agua potable, alcantarillado y saneamiento, así como de cultura del agua para fomentar el desarrollo regional en cada una de las entidades. 
Durante la vigencia de dichos instrumentos legales no se han presentado situaciones que hayan generado controversias o el surgimiento de dudas con motivo de su operación. De igual forma, los instrumentos administrativos derivados de estos convenios, como es el caso de sus Anexos de Ejecución y Técnico formalizados en cada ejercicio fiscal y aplicados conforme al marco normativo que los regula, donde se destacan las Reglas de Operación de los programas autorizados en el Presupuesto de Egresos de la Federación de cada año, mismos que son materia de estos convenios de coordinación.
Es importante destacar que los programas enmarcados dentro de los convenios de coordinación han sido auditados periódicamente por la Auditoría Superior de la Federación, habiéndose solventado en su oportunidad las observaciones derivadas de esas auditorías. 
Por otra parte, es importante destacar que las prácticas están orientadas a la equidad y no discriminación, transparencia y rendición de cuentas del uso de los recursos. 
En este sentido, la CONAGUA apoya a los municipios a efecto de que cumplan lo establecido en el artículo 115, párrafo III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales. El referido apoyo, se otorga por medio del Programa de agua potable, drenaje y tratamiento (PROAGUA) cuyas reglas de operación en el Artículo 1º, establecen que tienen como propósito fundamental asegurar que la aplicación de los subsidios en el Programa de Agua Potable, Drenaje y Tratamiento se realice con eficiencia, eficacia, economía y transparencia, estableciendo los mecanismos regulatorios de acceso, seguimiento, evaluación y rendición de cuentas del programa. Asimismo, que “las acciones por su naturaleza benefician al conjunto de habitantes de cada localidad con un enfoque de equidad incluyendo a todos los habitantes con independencia de su condición social, edad, religión, origen étnico indígenas o afrodescendientes, discapacidad, preferencia sexual, género, filiación política o cualquier otra”; actualmente, se están elaborando tanto el Plan Nacional de Desarrollo, el Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales, como el Programa Nacional Hídrico en el cual se hace énfasis en el cumplimiento del derecho humano al agua, con una visión incluyente que prioriza la atención de los grupos vulnerables como son las personas indígenas y afrodescendientes.
Además, el programa se formula con especial enfoque multisectorial, para responder a las necesidades de la creciente demanda por fortalecer y desarrollar los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento para la población de las zonas urbanas y rurales de las entidades federativas del país. El PROAGUA considera 5 apartados o subprogramas: Urbano (APAUR), Rural (APARURAL), proyecto para el desarrollo integral de organismos operadores (PRODI), agua Limpia (AAL) y plantas de tratamiento (PTAR). En su conjunto, tiene como objetivo general el sostener o incrementar la cobertura mediante desarrollo de la infraestructura para los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, a través del apoyo a los organismos operadores para el financiamiento de obras y acciones.

Dicho esto, para las zonas más vulnerables del país, el APARURAL apoya la creación de infraestructura para abatir el rezago en la cobertura de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento básico en localidades rurales del país, mediante la construcción, mejoramiento y ampliación de infraestructura en localidades menores a 2,500 habitantes, con la participación comunitaria organizada. En el año 2016 se incorpora al apartado Rural el Programa Nacional para 
Captación de Agua de Lluvia y Ecotecnias en Zonas Rurales (PROCAPTAR) con la finalidad de crear infraestructura no convencional mediante proyectos de captación de agua de lluvia y soluciones de saneamiento básico, además de fortalecer la organización comunitaria para lograr la sostenibilidad de los sistemas instalados en localidades con alto y muy alto grado de marginación y que por sus características de ubicación y dispersión requieren de este tipo de alternativas .En las localidades beneficiadas se implementan estrategias de trabajo social, donde se promueve la participación de la población. Como parte de estas actividades se constituyen comités comunitarios, a efecto de que asuman la autogestión de los servicios o colaboren durante la prestación de éstos, por lo que se capacitan para la operación y mantenimiento de la infraestructura y en temas administrativos y financieros. Adicionalmente, dentro de las actividades de trabajo social, se organizan jornadas de saneamiento ambiental y se capacita a la población en temas de cultura del agua, así como en contraloría social para la vigilancia del proceso constructivo y la debida aplicación de los recursos públicos.

Ahora bien, en el ámbito de transparencia, las acciones del PROAGUA validadas y autorizadas por el área técnica, jurídica y financiera de CONAGUA, se ingresan al portal institucional, donde puede visualizarse y descargarse la información del resumen de inversión por tipo de acción. La información nacional es cuantificada para alimentar los indicadores contenidos en la Matriz de Indicadores para Resultados (MIR) que, a su vez, se reportan en el portal aplicativo de la Secretaria de Hacienda (PASH); sin embargo, es a través del portal de Transparencia Presupuestaria donde se conocen los alcances de cada apartado. Asimismo, en el portal de la Secretaría de Hacienda, buscando por Ramo puede encontrarse la información de indicadores y presupuesto ejercido.[footnoteRef:7] [7:  https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/programas#consultas 
https://nptp.hacienda.gob.mx/programas/jsp/programas/fichaPrograma.jsp?id=16S074
https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/es/CP/Informacion_Programatica-2018
] 

 
Aunado a lo anterior, la difusión de los avances y resultados de todas las acciones se publican en:

· Sistema Nacional del Información del Agua (SINA).[footnoteRef:8] [8:  www.sina.conagua.gob.mx/] 

· Situación del subsector agua potable, alcantarillado y saneamiento, el cual describe las condiciones de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento en el territorio mexicano y ofrece los elementos necesarios para que la toma de decisiones repercuta de manera eficiente en su cobertura.
· Estadísticas del agua en México, la cual publica información sobre la cantidad, calidad, usos y conservación del agua.

Dicho lo anterior, los siguientes programas son relevantes en la materia:

Red Nacional de Monitoreo de Calidad del Agua

La calidad del agua se determina mediante la caracterización física y química de muestras de agua y su comparación con normas y estándares de calidad. De esta forma se puede identificar si el agua es idónea para los requerimientos de calidad asociados a un uso determinado; por ejemplo: el consumo humano o el ambiente, y en su caso, los eventuales procesos de depuración requeridos para la remoción de elementos indeseables o riesgosos (ONU 2016). El deterioro de la calidad del agua ocurre por procesos naturales o antropogénicos.

A partir de 2012 se puso en marcha la Red Nacional de Monitoreo de Calidad del Agua (RENAMECA), que para 2017, contaba con 5 028 sitios, distribuidos a lo largo y ancho del país, en aguas superficiales, subterráneas y costeras. Se miden hasta 295 parámetros, que incluyen entre otros, parámetros de campo, materia orgánica, físicos, biológicos, toxicidad, metales, compuestos orgánicos volátiles, plaguicidas e hidrocarburos. Los resultados obtenidos son publicados y puestos a disposición de toda la población a través del Sistema Nacional de Información del Agua (SINA).

La evaluación de la calidad del agua se lleva a cabo con base en cuatro indicadores: demanda bioquímica de oxígeno a cinco días (DBO5), demanda química de oxígeno (DQO), Sólidos Suspendidos Totales (SST) y Coliformes Fecales (CF), mismos que son publicados año con año, por la CONAGUA en las estadísticas del agua.

Programa Playas Limpias, Agua y Ambiente Seguros

El Programa Playas Limpias opera desde 2003 y tiene como objetivo proteger la salud de los usuarios, mejorar la calidad ambiental de las playas nacionales y elevar los niveles de competitividad de los destinos turísticos, mediante la realización de acciones coordinadas de los tres órdenes de gobierno y los sectores privado, social y académico. 

Actualmente, las autoridades estatales de salud, siguiendo los lineamientos emitidos por la Secretaria de Salud y en coordinación con esta, realizan los muestreos y análisis del agua en cada uno de los 17 estados costeros de México, de tal forma que en 2017 se tomaron muestras en 66 destinos turísticos y 268 playas.

Para el desarrollo del programa se han instalado comités de playas limpias, órganos auxiliares de los Consejos de Cuenca, los cuales están encabezados por el presidente del municipio y que cuentan con la presencia de representantes de Secretarías de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), de Marina (SEMAR), y de Turismo (SECTUR), la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA), la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS) y la CONAGUA, así como de representantes de asociaciones y de la iniciativa privada.

Para evaluar la calidad del agua en las playas para uso recreativo de contacto primario se utiliza el indicador bacteriológico de enterococos fecales. En 2003 la Secretaria de Salud fijo el límite máximo para uso recreativo en 500 NMP/100 ml. Al año 2010, conforme a estudios realizados por la Organización Mundial de la Salud (OMS), se redujo a 200 NM P/100 ml.

Criterio de calificación de la calidad del agua en las playas:
· 0- 200 NMP/100 ml, se considera la playa APTA para uso recreativo.
· › 200 NMP/100 ml, se considera la playa NO APTA para uso recreativo.
Conforme a lo reportado por el Sistema Nacional de Información sobre la Calidad del Agua en Playas Mexicanas, el monitoreo bacteriológico muestra que en los anos de 2005 al 2017, la calidad del agua en las playas ha tendido a mejorar.

Por otra parte, es importe señalar que nuestro país ha avanzado hacia la conformación de un cuerpo legislativo e institucional, encaminado a generar las condiciones necesarias para proteger, respetar y facilitar el disfrute de los Derechos Humanos ante los riesgos del cambio climático. 

Un Ejemplo de esto es el artículo 58, de la Ley de Cambio Climático que contempla como instrumentos para la planeación de la política nacional de cambio climático, el diseño de una estrategia nacional compuesta:

I. La Estrategia Nacional de Cambio Climático; 
II. El Programa Especial de Cambio Climático; 
III. La Política Nacional de Adaptación; 
IV. Las contribuciones determinadas a nivel nacional; y
V. Los programas de las Entidades Federativas.  

Asimismo, el Programa Especial de Cambio Climático, constituye un ejemplo de buena práctica para prevenir, reducir o eliminar los efectos adversos del cambio climático en los Derechos Humanos. El Programa contempla los objetivos, estrategias, acciones y metas para enfrentar el cambio climático mediante la definición de prioridades en materia de adaptación, mitigación, investigación, así como la asignación de responsabilidades, tiempos de ejecución, coordinación de acciones y de resultados y estimación de costos, de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo y la Estrategia Nacional de Cambio Climático.

Adicionalmente, el Estado Mexicano garantiza el acceso a la información referente a la aplicación del Derecho Humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable, por conducto del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y la Plataforma Nacional de Transparencia.

Particularmente en materia económica, las disposiciones sobre comercio y medio ambiente, contenidas en Tratados de Libre Comercio negociados por México, contienen artículos específicos para proveer garantías de procedimiento y asegurar la efectiva aplicación de la legislación ambiental en el territorio de las Partes. Tres ejemplos en este sentido se encuentran en:

a) Los artículos 5 y 6 del Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte; 
b) Los artículos 20.3 y 20.7 del Tratado Integral y Progresista de Asociación Transpacífico, y
c) Los artículos 24.4 y 24.6 del Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá. 

3. Sírvase proporcionar pruebas relacionadas con la eficacia de las medidas identificadas en sus respuestas a las Preguntas #2. Por ejemplo, las pruebas podrían consistir en la disminución medida de la contaminación del aire y el agua, una proporción creciente de la población con acceso a agua limpia y saneamiento adecuado, el aumento de la producción de energía renovable, la disminución de las emisiones de gases de efecto invernadero, un porcentaje cada vez mayor de terreno en las zonas terrestres y marinas protegidas, la disminución del uso de plaguicidas y/u otras sustancias tóxicas, la reducción de la carga corporal de las sustancias tóxicas, como los PCB y el plomo, y la disminución de las tasas de deforestación

El período comprendido entre 2014-2018 el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) financió al gobierno de México en la cuarta fase del Programa para la Sostenibilidad de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento en Comunidades Rurales (PROSSAPYS IV) con un crédito externo de 450 millones de dólares.

Con la ejecución del PROSSAPYS IV se contribuyó, entre otras cosas, a la realización progresiva de los derechos humanos al agua y al saneamiento de las poblaciones marginadas o en las circunstancias más vulnerables, fortaleciendo el abastecimiento del agua y el acceso a los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, a través del apoyo otorgado para la construcción, mejoramiento y ampliación de infraestructura en localidades menores a 2, 500 habitantes.

Los productos alcanzados durante la ejecución del PROSSAPYS IV fueron los siguientes:
· Se construyeron 1, 287 sistemas de agua potable, beneficiando a una población total de 534, 377 habitantes, con un costo de 165.6 millones de dólares.
· También se construyeron 367 sistemas de alcantarillado sanitario, beneficiando a una población total de 232, 491 habitantes, con un costo de 68.3 millones de dólares.
· En cuanto a los sanitarios rurales, se construyeron 9, 731 sanitarios, beneficiando a una población total de 52,372 habitantes, con un costo de 22.8 millones de dólares.
· En cuanto a las medidas tomadas para asegurar que las futuras fases del Programa serán alineadas explícitamente con el marco de los derechos humanos al agua potable y al saneamiento, se manifiesta que si bien existe la posibilidad de trabajar con el BID en futuras fases del programa, esto dependerá de las decisiones que tome la próxima administración. 

Aunado a ello, el caudal de agua desinfectada en 2012, era de 322,971 l/s; al cierre del 2017 se logró desinfectar 337,751 l/s, es decir, 14,780 L/s más que en la administración anterior, para sostener la cobertura de desinfección en 97.0%, de los 348,296 l/s de caudal de agua suministrada a la población, a través de los sistemas de abastecimiento a nivel nacional. Con ello se beneficia a una población del orden de 105.8 millones de habitantes que ya cuentan con agua de calidad. 

Se ha apoyado a las autoridades estatales y municipales en la colocación de equipamiento nuevo de desinfección en 5, 219 localidades del país, para pasar de 29, 184 a 34, 403 localidades equipadas. En 2018 al menos 35, 000 localidades cuentaron con equipos de desinfección, en beneficio de la salud de la población, cumpliendo con la línea de acción “Suministrar agua de calidad para el uso y consumo humano para prevenir padecimientos de origen hídrico” del Objetivo 3 del Programa Nacional Hídrico 2014-2018.

Para lo anterior, se lograron acciones de apoyo para la ampliación de cobertura de desinfección del agua, entre las que destacan: 
· Instalación de 2, 602 hipocloradores y 132 dosificadores de gas cloro; reposición de 6, 005 hipocloradores y 447 dosificadores de gas cloro; rehabilitación 648 de equipos de desinfección y adquisición de 5, 866 kit de refacciones, así como la instalación de 26, 463 dispositivos rústicos para desinfectar agua de consumo directo, en localidades donde la gente se abastece de fuentes naturales de agua o en depósitos comunitarios.
· Suministro y distribución de 886, 857 kilogramos de gas cloro, 1´219,396 kilogramos de hipoclorito de calcio y 14’231,579 kilogramos de hipoclorito de sodio y 681,903 frascos de plata coloidal
· Protección física de 1,073 fuentes de abastecimiento e instalación de 365 casetas de desinfección; la ejecución de 914 operativos de saneamiento básico y el muestreo de cloro residual libre con 448,101 muestras, 9,151 bacteriológicas, 1,048 de arsénico, 915 de flúor, 18 de cadmio, 18 de mercurio y 147 de turbiedad, así como la capacitación a 8,070 técnicos en materia de desinfección del agua y 492 para planes de seguridad del agua.

Los beneficios alcanzados contribuyen a sostener la desinfección del agua en los organismos operadores de agua potable, que repercute en la disminución de enfermedades de origen hídrico, en especial evitar que proliferen las gastrointestinales que pueden ocasionar decesos en niños y niñas menores de cinco años o adultos mayores.

Coberturas de Agua, Alcantarillado y Saneamiento.

La cobertura nacional de agua entubada pasó del 90.9% en el año 2010 al 94.4% para el año 2015; desagregando la información por tipo de zona y para los mismos años de comparación, la cobertura en zonas urbanas se incrementó de 95.6% a 97.2%, mientras que para zonas rurales pasó de 75.87% a 85%.[footnoteRef:9] [9:  https://www.gob.mx/conagua/documentos/situacion-del-subsector-agua-potable-drenaje-y-saneamiento 
] 


Para el caso del alcantarillado, comparando las coberturas entre los años 2010 y 2015, en el ámbito nacional cambió de 89.6% a 91.4%, en zonas urbanas de 96.3 a 96.6% y en zonas rurales de 67.7 a 74.2%.

En particular, con el Programa Nacional para Captación de Agua de Lluvia y Ecotecnias en Zonas Rurales (PROCAPTAR), desde su implementación en el año 2016 y hasta el 2108, se atendieron 350 localidades rurales de 91 municipios correspondientes a 12 estados, beneficiando a 41,143 habitantes, de los cuales 25,154 corresponden a población indígena.

Dicho esto, en todas las localidades beneficiadas se implementó estrategias de trabajo social, donde se promovió la participación de la población beneficiada. Como parte de estas actividades se constituyeron comités comunitarios, a efecto de que asumieran la autogestión de los servicios o colaboraran durante la prestación de éstos por lo que fueron capacitados para la operación y mantenimiento de la infraestructura y en temas administrativos y financieros. En el periodo 2012 al 2018 se formaron 5,633 comités con la participación de 31,659 habitantes. 

Potabilización 

México ha logrado importantes avances en la potabilización del agua con la que abastece a sus habitantes, avances que responden al objetivo de incrementar y mejorar los servicios de agua potable, garantizando el Derecho Humano al Agua Este logro ha sido posible mediante la rehabilitación y construcción de nuevas plantas potabilizadoras en todo el país. Asimismo, la Conagua, junto con la Secretaría de Salud y otras entidades responsables, promueve el establecimiento y actualización de normas que regulan los estándares mínimos de la calidad del agua, como las siguientes:
a. Norma Oficial Mexicana NOM-230-SSA1-2002. Salud Ambiental. Agua para uso y consumo humano, requisitos sanitarios que se deben cumplir en los sistemas de abastecimiento públicos y privados durante el manejo de lagua. Procedimientos sanitarios para el muestreo. Publicada el 12 de julio de 2005.
b. Norma Oficial Mexicana NOM-127-SSA1-1994. Salud ambiental. Agua para uso y consumo humano. Límites permisibles de calidad y tratamientos a que debe someterse el agua para su potabilización. Publicada el 18 de enero de 1996 y modificada el 22 de noviembre de 2000.
c. Norma Oficial Mexicana NOM-179-SSA1-1998. Vigilancia y evaluación del control de calidad del agua para uso y consumo humano, distribuida por los sistemas de abastecimiento público. Publicada el 24 de septiembre de 2001.

Aunado a lo anterior, al cierre del ejercicio 2016, el Inventario Nacional de Plantas Potabilizadoras Municipales registra un incremento de 34 potabilizadoras en operación con respecto a las que operaban a diciembre de 2015, que aportan una capacidad instalada de 65 litros por segundo. La incorporación de estas plantas permite contar con 908 unidades en operación a nivel nacional, con una capacidad instalada de 140.3 metros cúbicos por segundo y un caudal potabilizado de 101.4 metros cúbicos por segundo.

Desinfección

Con la información recabada, al 2016 se muestra un logro de cobertura de agua desinfectada de 97.3 por ciento, esto significa que de 348 306 litros por segundo del caudal de agua suministrada a la población a nivel nacional, se desinfectan 339 038 litros por segundo, es decir, las variaciones de caudales denotan una estabilidad disminuida respecto a las cifras del año anterior, pero constante en el sostenimiento de una cobertura mayor al 97 por ciento durante ocho años.
En este sentido, en localidades donde la gente se abastece de fuentes naturales de agua o en depósitos comunitarios se apoya con dispositivos rústicos y con alternativas tecnológicas distintas al cloro, como es la ultrafiltración, plata coloidal y el ión plata. También se apoya la protección física de las fuentes de abastecimiento, instalación de casetas de desinfección, operativos de saneamiento básico. 

La suma de esfuerzos con la Secretaria de Salud, Cofepris y Cenaprece, coordinados en atención a las bases de colaboraciones suscritas, así como el apoyo corresponsable de las autoridades estatales, ha permitido apoyar la disminución del crecimiento exponencial de enfermedades de transmisión hídrica a menos de 5 millones de casos las enfermedades infecciosas intestinales.

Es así que, con la suma de las acciones federalizadas y las ejecutadas en forma directa por la Conagua, en coordinación con los gobiernos de los estados y las autoridades de salud, se protegió de riesgos sanitarios a más de 104.3 millones de habitantes ubicados en 33 701 localidades que cuentan con infraestructura de desinfección y las que se abastecen de fuentes naturales.

Tratamiento de Agua Residuales

a) Plantas de tratamiento de aguas residuales

De acuerdo con el Inventario Nacional de Plantas Municipales de Potabilización y de Tratamiento de Aguas Residuales en Operación, a diciembre de 2016 existen en nuestro país 2 536 plantas de tratamiento en operación, con una capacidad instalada de 180.6 metros cúbicos por segundo y un caudal tratado de 123.6 metros cúbicos por segundo. La infraestructura permitió lograr una cobertura de tratamiento del 58.2 por ciento.

b) Reúso

La Conagua promueve entre los diferentes sectores productivos el reúso directo, con cierto nivel de control y/o registro, para dar mayor sustentabilidad al recurso e incrementar los beneficios económicos y ambientales. En el año 2016, del caudal total tratado de aguas residuales, calculado en 123.6 metros cúbicos por segundo, se reusaron 107.4 metros cúbicos por segundo, equivalentes al 86.9 por ciento; se intercambiaron 8.2 metros cúbicos por segundo, el 6.6 por ciento y se descargan al mar o zonas cercanas al mismo 8.0 metros cúbicos por segundo, 6.5 por ciento.

c) Mitigación de gases de efecto invernadero por el tratamiento de aguas residuales municipales
Para el año 2012 la mitigación a nivel nacional de GEI, por el tratamiento de 99 750 litros por segundo de agua residual municipal, correspondió a 8.201 MtCO2e, cuyo valor se considera como la línea base a partir de la cual la presente Administración Federal estableció sus metas. En el año 2016 se logró la mitigación de 10.211 MtCO2e con el tratamiento de 123 587 litros por segundo de aguas residuales municipales, incrementando la mitigación respecto al 2015 en 0.226 MtCO2e. Por tanto, se logró superar la meta programada para 2016 de 1.852 MtCO2e en 7.9 por ciento

Por otra parte, referente al tema de calidad de agua, en relación con la RENAMECA, la información se pone a disposición del público en general a través del SINA, donde los interesados pueden extraer los datos necesarios para la gestión del recurso, la elaboración de estudios y proyectos, la construcción de obras para aprovechamiento del recurso y para tomar medidas relacionadas con la calidad de las aguas de propiedad nacional. En el Anexo A, se presenta una síntesis de la calidad del agua, en el periodo 2013-2017.

Asimismo, conforme a lo reportado por el Sistema Nacional de Información sobre la Calidad del Agua en Playas Mexicanas, el monitoreo bacteriológico muestra que en los años de 2005 al 2017, la calidad del agua en las playas ha tendido a mejorar. Para 2017 se muestreo la calidad del agua en 363 sitios de 65 destinos turísticos en los 17 estados costeros del país.

En este sentido, la SEMARNAT publicó la Norma Mexicana NMX -AA -120-SCFI-2006 y su revisión 2016 (de observancia voluntaria), que establece los requisitos y especificaciones de sustentabilidad de calidad de playas para las modalidades de uso recreativo y de prioridad para la conservación. Para poder certificarse con esta norma, el límite máximo de enterococos es, inclusive, menor que el del Programa Playas Limpias, con 100 NMP/100 ml. La certificación tiene una vigencia de 2 años. Al 2018, 36 playas tienen esta certificación.

Aunado a lo anterior, un reconocimiento internacional al que pueden aspirar las playas mexicanas es el galardón Blue Flag, que premia a destinos costeros con excelencia en gestión y manejo ambiental, instalaciones de seguridad e higiene, actividades de educación e información ambiental y calidad del agua. Al 2018, 55 playas, una marina y una laguna cuentan con este reconocimiento.

4. Por favor, especifique cualquier desafío que su gobierno, empresa u organización haya experimentado en el cumplimiento de sus obligaciones respecto al derecho humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible.

El Gobierno mexicano y las empresas tienen que compartir la responsabilidad de respetar los derechos humanos, si esto se logra en todos los proyectos se evitaría provocar o contribuir consecuencias negativas sobre los derechos humanos mediante el daño ambiental, hacer frente a las consecuencias cuando se produzcan y tratar de prevenir o mitigar las consecuencias sobre los derechos humanos directamente relaciones con las operaciones del proyecto.

A la fecha, se han desarrollado tres ejercicios de evaluación de la política nacional de cambio climático. Uno relativo al diseño y procesos del Anexo Transversal del Presupuesto de Egresos de la Federación para las acciones de mitigación y adaptación, otro sobre el Programa Especial de Cambio Climático y el tercero sobre la implementación de la política subnacional de cambio climático. Dentro de las barreras se puede identificar lo siguiente: 
1. A pesar de los avances en el conocimiento de las causas y los efectos del cambio climático, es necesario que las personas tengan mayor información sobre la vulnerabilidad y sobre las capacidades que deben construirse para enfrentar de mejor manera los efectos adversos del cambio climático. Esto mismo aplica respecto de las acciones individuales para disminuir la huella de carbono. 
2. La falta de liderazgo nacional para guiar la transformación de la gestión pública hacia una visión integral y sustentable en sectores estratégicos.  
3. La poca coordinación y comunicación al interior de los integrantes del Sistema Nacional de Cambio Climático. 
4. Por lo que toca a los órdenes de gobierno estatal y municipal, hay diferencias significativas respecto al conocimiento, la información gubernamental disponible, la capacidad de respuesta e interés de los interlocutores locales para ejercer el liderazgo que les corresponde en el diseño, gestión y resultados para hacer frente a los efectos del cambio climático en el corto, mediano y largo plazo
5. En el tema de adaptación, no existe actualmente un lenguaje comúnmente aceptado sobre los conceptos de vulnerabilidad, resiliencia y enfoques para la adaptación

Entre los desafíos se encuentra la creación y fomento del desarrollo de capacidades en los estados y municipios permitirá hacer frente al fenómeno del cambio climático. Lo anterior es una necesidad urgente para disminuir la vulnerabilidad de la población, ecosistemas y sectores productivos y generar acciones de impacto para la mitigación de GYCEI en sectores clave. [footnoteRef:10] [10:  Evaluación PNCC 2018 (https://cambioclimatico.gob.mx/wp-content/uploads/2018/12/EVALUACION-ESTRATEGICA-AVANCE-SUBNACIONAL-PNCC.pdf)
] 


Aunado a lo anterior, otros de los desafíos que enfrenta el país para atender el derecho a un ambiente saludable el cual está directamente relacionado con el derecho humano al agua, se encuentran: contar con la Ley que establece el artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que defina los apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. La falta de financiamiento por los tres niveles de gobierno tanto para proyectos ejecutivos, como en infraestructura para incrementar la cobertura de los servicios de agua, alcantarillado y saneamiento principalmente en las zonas marginadas urbanas y rurales, dificultades técnicas y administrativas de los municipios y/o los organismos operadores para sostener los servicios.

Otro de los retos es lograr que la sociedad participe en la gestión de los servicios. Se debe apoyar la creación, fortalecimiento y consolidación de las organizaciones comunitarias para que, por medio de éstas, el sector rural colabore con los tres niveles de gobierno para acceder y sostener los servicios de agua y saneamiento.

En este sentido, el mayor reto para cumplir con el derecho humano a un medio sano, en relación con el manejo de las aguas nacionales, es la cobertura, operación y eficiencia de la infraestructura de saneamiento, ya que a pesar de que de 2008 a 2016 se han invertido $61,897 millones, es decir un promedio anual de $6,877 millones. Con esta inversión se incrementó el caudal tratado de 83.6 m3/s en 2008 a 135.6 m3/s en 2017, siendo que la capacidad instalada es de 181.2 m3/s. Durante este último año, las 2 526 plantas de operación a lo largo del país trataron el 63% de los 215.2 m3/s recolectados a través de los sistemas de alcantarillado.

En el mismo periodo el caudal de aguas residuales industriales tratadas, pasó de 33.8 m3/s a 83.7 m3/s, lo que representa un incremento del 148%. Para tratar ese caudal existen en operación 3,025 plantas, con una capacidad instalada total de 95.61 m3/s.

Dicho esto, en 2017 se generaron 453.0 m3/s de aguas residuales, el 51.8% de agua municipal. De este caudal se tratan 219.3 m3/s (48.4%) y se reúsan 127.2 m3/s (28% del volumen generado), directamente 39.8 m³/s, indirectamente 78.8 m³/s y se intercambian 8.6 m³/s de aguas residuales tratadas por agua de primer uso.

Es decir, que todavía se tiene mucho que avanzar en cuanto a la protección de los cauces de aguas nacionales, lo cual se logrará reorientando las inversiones en infraestructura, en función de la calidad del agua reportada por la RENAMECA.

Por otra parte, en el sector minero, competencia de la Secretaría de Economía, la atención de la población cuando se cierra una mina, así como la remediación de los sitios derivado de la minería realizada en décadas y siglos pasados, continúa siendo un desafío a atender.

Sin demerito de lo anterior, es importante no perder de vista que la naturaleza del fenómeno, demanda una constante generación y actualización de conocimiento científico y tecnológico, además del fortalecimiento de las estrategias y directrices nacionales para enfrentarlo.

5. ¿Cómo pueden contar con una mayor protección los derechos de quienes podrían ser particularmente vulnerables a la violación de su derecho a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible (por ejemplo, las mujeres, los niños, las personas que viven en la pobreza, los miembros de los pueblos indígenas y las comunidades tradicionales, las personas de edad, las personas con discapacidad, las personas desplazadas y las minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas), a través de la degradación del medio ambiente (por ejemplo, contaminación del aire y del agua, exposición a sustancias tóxicas, impactos del cambio climático) o la falta de acceso a servicios ambientales (por ejemplo, agua potable, saneamiento adecuado, servicios de gestión de residuos, acceso a espacios naturales)?

El cuidado del ambiente es una responsabilidad compartida, que requiere el involucramiento y apoyo de la ciudadanía, participando de manera activa se puede lograr que se garanticen los derechos. Entre otras cosas, regular las medidas tales como las autorizaciones que repercuten negativamente en los ecosistemas, como las concesiones mineras y madereras, ya que, producen de manera desproporcionadamente grave en comunidades y pueblos indígenas que dependen de los ecosistemas; ya que, no olvidemos que el Gobierno tiene la obligación de proteger contra el daño ambiental.

A fin de evitar emprender o autorizar actividades con impactos ambientales que interfieran en el disfrute de los derechos humanos, se debe exigir la evaluación previa de los posibles impactos ambientales de los proyectos, incluidos sus posibles efectos en el disfrute de los derechos humanos.  Las empresas deben realizar evaluaciones de impacto en los derechos humanos de conformidad con los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos, según los cuales las empresas deben identificar y evaluar las consecuencias negativas reales o potenciales sobre los derechos humanos en las que puedan verse implicadas ya sea a través de sus propias actividades o como resultado de sus relaciones comerciales; incluir consultas sustantivas con los grupos potencialmente afectados, así como, otras partes interesadas.

Aunado a lo anterior, también se debe prever la supervisión constante de que las empresas cumplan con las regulaciones y con los acuerdos estipulados en la consulta a manera de que se respeten los derechos humanos de las comunidades que pudiesen ser afectadas por el proyecto.

Se han adoptado medidas para establecer mecanismos de intervención rápida que exijan una acción estatal o federal para hacer frente a situaciones en que los sistemas de agua y saneamiento fallen a nivel municipal, como el apoyo y la asistencia técnica urgente, la financiación de emergencia, el apoyo continuo y la capacitación.

Por otra parte, la Ley de Aguas Nacionales, reconoce que, en todos los casos, los usos domésticos y público urbano, encaminados a la satisfacción de las necesidades de la población, tendrán preferencia sobre cualquier otro uso.

Asimismo, la CONAGUA, mediante su participación en diversas acciones encaminadas a la construcción y el diseño de la Ley General de Aguas, ha promovido como principio de la política hídrica que, al igual que en la Ley de Aguas Nacionales, los grupos vulnerables y la población menos favorecida económicamente sean atendidos prioritariamente por el Estado, o bien, que para prevenir, atender y mitigar los riesgos generados por la ocurrencia de fenómenos hidrometeorológicos, se debe abastecer del recurso hídrico a la población, en particular a los grupos vulnerables y población menos favorecida en caso de emergencia.

En casos de presentarse situaciones de urgencia o emergencia que requieran atención inmediata o continuidad, la CONAGUA puede apoyar hasta con el 100% de los recursos requeridos para la ejecución de las obras de agua potable o saneamiento requeridas para la atención de estas situaciones.

Situación similar sucede con las localidades que padecen problemas de salud pública, donde la CONAGUA puede apoyar hasta con el 100% de los recursos requeridos para la infraestructura de agua potable y saneamiento.  Estas condiciones están plasmadas en las Reglas de Operación del PROAGUA 2018. 

A fin de intervenir de manera preventiva para lograr el respeto al derecho humano al agua, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal ha realizado solicitudes de colaboración al Sistema de Aguas de la Ciudad de México (SACMEX); este Organismo ha emitido medidas precautorias al SACMEX, a efecto de que se asegure el acceso y disposición del vital líquido.

Por otro lado, el Programa de Infraestructura Indígena de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) tiene identificadas las localidades indígenas que carecen de agua potable y saneamiento, gracias a esto se establecen metas enfocadas en disminuir el rezago en las necesidades básicas. En el periodo de 2013-2017 se realizaron 2, 403 obras y acciones en materia de agua potable y 2, 066 acciones obras y acciones de saneamiento con la finalidad de combatir dicho rezago, de igual manera se enfocan recursos a estas necesidades destinando el 60% del presupuesto total asignado al Programa, como medida para abatir el rezago en agua potable y saneamiento.

Como parte de los esfuerzos para asegurar el acceso universal del agua, la CONAGUA utiliza al máximo los recursos etiquetados para subsidios a través del PROAGUA, la aplicación de dichos recursos se  lleva a cabo con base en Reglas de Operación publicadas en el Diario Oficial de la Federal (DOF), asegurando que ésta se lleve a cabo con eficiencia, eficacia, economía y transparencia.

Adicionalmente, el PROCAPTAR, ofrece servicios de agua y saneamiento a la población rural de México que se encuentra en situación de mayor marginación, en donde existen dificultades de índole técnica y económica para ser abastecidos mediante formas convencionales y que actualmente  se tiene que trasladar grandes distancias para acceder al vital líquido. El programa considera además, la inclusión de sistemas de tratamiento a nivel vivienda, y una correcta disposición que evite así la contaminación.

Para proteger el acceso de los grupos vulnerables al agua y saneamiento es necesario:

· En la Ley General de Aguas debe establecer los diferentes niveles de responsabilidad y los mecanismos para cumplir el derecho de toda persona al acceso, tratamiento y saneamiento del agua.
· Que el Estado por medio de las dependencias, incluya la aplicación obligatoria de recursos económicos en las Zonas de Atención Prioritaria (ZAP) urbanas y rurales.
· Promover la aplicación de tecnologías no convencionales para zonas de difícil acceso, dispersas y con escasez de agua.
· Buscar una coordinación interinstitucional eficiente.
· Apoyar la creación de comités comunitarios en zonas rurales para incidir en la provisión y sostenibilidad de los servicios.

En este sentido, el Capítulo IV “Consejos de Cuenca” de la LAN, establece las formas de organización y medios de participación con que cuentan los usuarios de las aguas nacionales, la sociedad civil, la academia y los interesados en participar en la gestión integrada de los recursos hídricos, contribuir a reestablecer o mantener el equilibrio entre disponibilidad y aprovechamiento de los recursos hídricos, considerando los diversos usos y usuarios, y favorecer el desarrollo sustentable en relación con el agua y su gestión.
Según lo establecido en la fracción XV del artículo 3 de la LAN, los "Consejo de Cuenca" son Órganos colegiados de integración mixta, que serán instancia de coordinación y concertación, apoyo, consulta y asesoría, entre "la Comisión", incluyendo el Organismo de Cuenca que corresponda, y las dependencias y entidades de las instancias federal, estatal o municipal, y los representantes de los usuarios de agua y de las organizaciones de la sociedad, de la respectiva cuenca hidrológica o región hidrológica.

En esta tesitura, es al seno del Consejo de Cuenca y sus Órganos auxiliares, donde los grupos vulnerables pueden participar en la gestión del agua y así disminuir su vulnerabilidad a la violación de su derecho a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible.

Por otra parte, la Ley General de Cambio Climático, garantiza el derecho a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible y efecto de brindar mayor protección, se considera que se debe otorgar a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, más facultades sancionadoras en caso de violación a los principios de la Ley.

Por lo que hace a la actividad minera, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, es un instrumento adicional para que las comunidades indígenas y afromexicanas, puedan protegerse de la violación de su derecho a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible. Lo anterior, porque dicho Convenio, en su artículo 7, párrafo 1, señala el derecho que tienen estas comunidades para decidir acerca de sus propias prioridades en lo que atañe a la concepción que tienen sobre su desarrollo económico, social y cultural.

Asimismo, en los artículos 13, 14, 15 y 16 del Convenio, se subraya la importancia fundamental que para estos pueblos y comunidades tengan su tierra y el territorio, sobre todo en lo que se refiere a los valores espirituales y la reproducción de su cultura; así como su derecho prioritario para participar en la utilización, administración y conservación de los recursos naturales que existan en sus tierras.

Es importante señalar que todo este andamiaje de artículos, están sustentados por el artículo 6 (párrafos 1, inciso a, y 2) del propio Convenio, que les garantiza su derecho a la consulta previa, libre, informada y de buena fe, les permite decidir acerca de las actividades productivas que se desarrollarán en su territorio y de la protección que darán al medio ambiente, lo que, en cierta medida, los protege de los efectos adversos que pueda generar el cambio climático ligado a la escasez de recursos y la transformación negativa de diversos paisajes naturales.

En este sentido, la Secretaría de Economía trabaja para modernizar la regulación, estableciendo la consulta indígena como un proceso de consulta previa, libre e informada en cumplimiento de las obligaciones que nos marcan los compromisos internacionales como el convenio 169 de la OIT, así como en cumplimiento de los compromisos que el nuevo gobierno ha asumido con los derechos de todas las personas en todos los ámbitos de la vida nacional.


6. ¿Cómo se asegura de que se protejan los derechos de los defensores de los derechos humanos del medio ambiente? ¿Qué medidas ha adoptado su Gobierno, empresa u organización para crear un entorno seguro y propicio para que puedan ejercer libremente sus derechos sin temor a la intimidación, la violencia o las represalias?

Una manera de protección es que el Gobierno se asegure de cumplir con sus obligaciones con los pueblos indígenas y las comunidades tradicionales, reconociendo y protegiendo sus derechos a las tierras, los territorios y los recursos que tradicionalmente han ocupado; consultar de manera libre, previa e informada antes de aprobar proyectos que puedan alterar o afectar sus tierras; respetar y proteger sus conocimientos y prácticas tradicionales en relación con la conservación, ya que nadie conoce más su tierra como los que la habitan.

Dicho esto, es importante garantizar la participación justa y equitativa en los beneficios de las actividades del proyecto que se lleve a cabo en sus tierras.

En México, desde el año 2012, se cuenta con la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, con el objetivo de establecer la cooperación entre la Federación y las Entidades Federativas para implementar y operar las Medidas de Prevención, Medidas Preventivas y Medidas Urgentes de Protección que garanticen la vida, integridad, libertad y seguridad de las personas que se encuentren en situación de riesgo como consecuencia de la defensa o promoción de los derechos humanos, y del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo. 

Para la adecuada implementación de la Ley para la Protección de Defensores de Derechos Humanos se instauró un Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas para que el Estado atienda su responsabilidad fundamental de proteger, promover y garantizar los derechos humanos. [footnoteRef:11] [11:  https://www.gob.mx/defensorasyperiodistas] 


Adicionalmente, nuestro país cuenta con recursos jurídicos, administrativos y particulares para la defensa de los Derechos Humanos a través de comisiones independientes encargadas de vigilar y de tutelar los derechos humanos de las personas.[footnoteRef:12] [12:  http://www.cndh.org.mx/] 


Aunado a lo anterior, con el fin de asegurar la protección de los derechos, en septiembre de 2018, México suscribió el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, conocido como “el Acuerdo de Escazú”. Además del compromiso de la dependencia y del gobierno en general de la correcta aplicación del Estado de Derecho.

7. ¿De qué manera los Estados de ingresos altos deberían ayudar a los Estados de ingresos bajos a respetar, proteger y realizar el derecho humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible?

México es un país comprometido con el régimen internacional de lucha contra el cambio climático y ha buscado ser vocal de las necesidades para atender los efectos del cambio climático a nivel global. Durante la COP 23 en Bonn, Alemania, México enfatizó su posicionamiento respecto al financiamiento, señalando lo siguiente:

· “México insta a los países desarrollados a honrar su compromiso de movilizar por lo menos 100 mil millones de dólares por año para acciones de mitigación y adaptación al 2020. Todas las Partes deberían buscar fuentes alternativas de financiamiento, incluyendo esquemas innovadores que permitan la colaboración efectiva entre los sectores público y privado”.
· “México participará en el diseño y desarrollo de la arquitectura de transparencia para las finanzas climáticas y buscará fondos para la implementación completa de las NDCs en mitigación y, especialmente, en adaptación”.
· “Sobre el Fondo de Adaptación, se espera que los nuevos mecanismos discutidos bajo el Artículo 6 del Acuerdo de París proporcionen más información sobre la reposición del fondo, en sustitución del actual fondeo a través del Mecanismo de Desarrollo Limpio (CDM, por sus siglas en inglés)”.

Lo anterior se logra llevando a los Estados en vías de desarrollo, las buenas prácticas que pueden seguir como ejemplo en la protección del medio ambiente y con ello de los derechos humanos a los que habitan el territorio.  Los países de primer mundo, no solo pueden ayudar de manera económica, sino también en capacitación y formación de los servidores públicos encargados de otorgar los permisos o licencias para que los proyectos operen, así como invitando a estos cursos a los pobladores que potencialmente se verán afectados con las decisiones que se tomen.

Durante la 24 Conferencia de las Partes (COP24) celebrada en Katowice, Polonia, México reafirmó su decidido compromiso con los objetivos ambientales del Acuerdo de París buscando apoyar la elaboración del Programa de Trabajo que asegure la implementación del Acuerdo de París para buscar que la temperatura del planeta no se incremente más de 1.5ºC en este siglo. 

Adicionalmente, México ha hecho hincapié en la importancia del intercambio del conocimiento científico, tecnológico y del desarrollo de capacidades, en particular en las comunidades con mayor grado de vulnerabilidad. Se cuenta con un sistema de Coordinación Fiscal, mediante el cual la Federación se vincula y apoya a los Estados en la recaudación y participación en el gasto público federal.[footnoteRef:13] [13:  Semarnat (10 de diciembre de 2018). México en la COP24 sobre Cambio Climático. El gobierno de México trabajará con autoridades estatales para elaborar un programa nacional para la reducción de emisiones contaminantes en el sector transporte. Tomado de https://www.gob.mx/semarnat/articulos/75333
Semarnat. (12 de diciembre de 2018). México reafirma su decidido compromiso con los objetivos ambientales del Acuerdo de París. Tomado de: https://www.gob.mx/semarnat/prensa/a-nombre-del-gobierno-del-presidente-lopez-obrador-mexico-reafirma-su-decidido-compromiso-con-los-objetivos-ambientales-del-acuerdo-de-paris 

] 


Por otra parte, es pertinente observar que,  en el tema minero, hacen falta estándares internacionales establecidos de manera conjunta entre todos los actores con el fin de alcanzar los niveles necesarios para que se opere respetando, protegiendo y realizando el Derecho Humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible.

8. Para las empresas, ¿qué políticas o prácticas existen para asegurar que sus actividades, productos y servicios (extracción/abastecimiento, fabricación, distribución, venta y gestión del final de la vida útil) respeten y protejan el derecho humano a un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible?

El 6 de julio de 2011, el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, a través de la resolución A/HRC/RES/17/4, adoptó los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para proteger, respetar y remediar y que se ha establecido como el máximo instrumento internacional en materia de empresas y derechos humanos.

Dicho esto, el 10 de octubre de 2010, durante la décima Conferencia Internacional del Comité Internacional de Coordinación de las Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos (CIC) celebrada en Escocia, se adoptó la Declaración de Edimburgo. En esta Declaración se reafirma el mandato que tienen las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (INDH) de promover y proteger los derechos humanos, de conformidad con los Principios de París, en cuanto están relacionados con las empresas y se exhorta al Representante Especial del Secretario General a que reconozca, en sus Principios Rectores, el carácter fundamental de las INDH en las empresas y los derechos humanos con arreglo a los tres pilares del marco "proteger, respetar y remediar".

En la Declaración de Edimburgo se destacaron los siguientes puntos, respecto a la labor que deben llevar a cabo las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos:
1. Supervisar el cumplimiento de los derechos humanos por parte de actores estatales y no estatales.
2. Asesorar a todos las partes pertinentes sobre el modo de prevenir y remediar abusos.
3. Facilitar el acceso para obtener reparación judicial y no judicial, mediante apoyo a las víctimas, tramitación de quejas y/o actividades de mediación y conciliación; así como empoderar a las y los defensores de los derechos humanos y asegurar la participación efectiva de la sociedad civil en las empresas y derechos humanos, en particular los grupos vulnerables.
4. Realizar acciones de investigación, educación, promoción y concientización.
5. Interactuar y colaborar con organizaciones y personas interesadas a nivel nacional, regional e internacional, incluidas empresas, sindicatos, sociedad civil y el Pacto Mundial de las Naciones Unidas.

Asimismo, El 9 y 10 de noviembre de 2011 se llevó a cabo el Seminario Regional del Continente Americano sobre Empresas y Derechos Humanos por la Red de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos del Continente Americano, en el cual se aprobó la Declaración y Plan de Acción en materia de Derechos Humanos y Empresas. Las INDH participantes acordaron la necesidad de emprender acciones orientadas por objetivos estratégicos en la región a fin de fortalecer medidas de supervisión al Estado para que cumpla con su obligación de proteger a las personas frente a las actividades empresariales, así como apoyar en el fortalecimiento de los marcos de actuación de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos y los marcos jurídicos internos aplicables a la relación entre empresas y derechos humanos.

El 25 de septiembre de 2015 la Asamblea General de Naciones Unidas aprobó la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, un plan de acción a favor de las personas, el planeta y la prosperidad de los 193 países miembros, incluido México. Las empresas tanto públicas como privadas, desempeñan un importante papel para el cumplimiento de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible y 169 metas de carácter integrado e indivisible de la Agenda 2030, que conjugan las tres dimensiones del desarrollo sostenible, económica, social y ambiental que se busca transformar en los próximos 15 años.

Posteriormente, el 10 de octubre de 2015, durante la décimo segunda Conferencia Internacional del CIC, las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos integraron la Declaración de Mérida sobre el papel que desempeñan las empresas en la ejecución de la Agenda de 2030 para el Desarrollo Sostenible. En ese sentido se reafirmaron los compromisos asumidos en la Declaración de Edimburgo y se llamó a la necesidad de alinear la aplicación de los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de la ONU.

En la Declaración de Mérida se aprobó la creación de un Grupo de Trabajo del CIC para la Agenda 2030 en el entorno del Desarrollo Sostenible con la finalidad de ser la representante de las INDH en los asuntos relacionados con la Agenda 2030. Además, las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos se comprometieron a realizar acciones para lograr los cometidos de la Agenda 2030. Dentro de las actividades relevantes que se les encomendó se resaltan las siguientes:
1. Asesorar a los gobiernos, a los titulares de derechos y otros actores, para promover un enfoque basado en los derechos humanos, en la implementación y control de la Agenda 2030 y, en su caso, responsabilizar a los primeros de irregularidades o ausencia de cumplimiento.
2. Promover procesos transparentes e inclusivos de participación y consulta con los titulares de derechos y con la sociedad civil, durante todas las etapas de la aplicación de la Agenda 2030.
3. Colaborar con actores clave para concientizar y fomentar la confianza, y promover el diálogo y los esfuerzos concertados de un enfoque basado en los derechos humanos, para la ejecución y seguimiento de la Agenda 2030.
4. Monitorear el progreso de la ejecución de la Agenda 2030 en los planos locales, nacionales, regionales e internacionales para denunciar cualquier desigualdad o discriminación en este sentido; así como asistir en la elaboración de indicadores nacionales, globales y sistemas de recolección de datos.
5. Facilitar el acceso a la justicia, compensación y remedio por violaciones a derechos en el proceso de desarrollo, incluyendo investigaciones, recepción de denuncias de violaciones de derechos humanos en el contexto del desarrollo y la implementación de los Objetivos del Desarrollo Sostenible.

En esa línea de avance que se desprenden de los antecedentes, la CNDH aprueba el Programa de Empresas y Derechos Humanos, con el objetivo de transversalizar el enfoque de derechos humanos tanto al interior como al exterior de las empresas, incidir en las políticas públicas en materia de empresas y derechos humanos y promover la cultura de los derechos humanos en las empresas públicas y privadas.

Por otro lado la Ley General de Cambio Climático, en el Título Cuarto de los artículos 26 al 37, contempla la formulación de una Política Nacional de Cambio Climático.

En este sentido, dichas Políticas contemplan una política de adaptación que se sustentará en instrumentos de diagnóstico, planificación, medición, monitoreo, reporte, verificación y evaluación; una Política de Mitigación que deberá incluir, a través de los instrumentos de planeación, política y los instrumentos económicos previstos en la Ley, un diagnóstico, planificación, medición, monitoreo, reporte, verificación y evaluación de las emisiones nacionales. 

En esta tesitura, la legislación mexicana prevé, específicamente a través de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, la emisión de Normas Oficiales Mexicanas, las cuales consisten en “la regulación técnica de observancia obligatoria expedida por las dependencias competentes, […], que establece reglas, especificaciones, atributos, directrices, características o prescripciones aplicables a un producto, proceso, instalación, sistema, actividad, servicio o método de producción u operación, así como aquellas relativas a terminología, simbología, embalaje, marcado o etiquetado y las que se refieran a su cumplimiento o aplicación”.

Entre las finalidades perseguidas por las Normas Oficiales Mexicanas, se encuentran: 

· Establecer las características y/o especificaciones que deban reunir los productos y procesos cuando éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar la salud humana, animal, vegetal, el medio ambiente general y laboral, o para la preservación de recursos naturales;
· Establecer las características y/o especificaciones que deban reunir los servicios cuando éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar la salud humana, animal, vegetal o el medio ambiente general y laboral o cuando se trate de la prestación de servicios de forma generalizada para el consumidor;
· Establecer las especificaciones y/o procedimientos de envase y embalaje de los productos que puedan constituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar la salud de las mismas o el medio ambiente;
· Establecer las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos que permitan proteger y promover el mejoramiento del medio ambiente y los ecosistemas, así como la preservación de los recursos naturales, y 
· Establecer las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos que permitan proteger y promover la salud de las personas, animales o vegetales.

Por otra parte, en el ámbito internacional, de acuerdo con las recomendaciones de las Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), las empresas multinacionales que operan en los países adherentes a la OCDE o que tienen su sede en ellos, deberán cumplir con estándares de conducta empresarial responsable en el contexto global, dentro de los cuales se considera el medio ambiente.[footnoteRef:14] [14:  https://www.oecd.org/daf/inv/mne/MNEguidelinesESPANOL.pdf
] 









Anexo A
Evaluación de la Calidad del Agua
La evaluación de la calidad del agua se lleva a cabo con base en cuatro indicadores: Demanda Bioquímica de Oxigeno a cinco días (DBO5), Demanda Química de Oxígeno (DQO), Sólidos Suspendidos Totales (SST) y Coliformes Fecales (CF), mismos que son publicados año con año, por la CONAGUA en las Estadísticas del Agua.
La DBO5 y la DQO son indicadores de la cantidad de materia orgánica presente en los cuerpos de agua, proveniente principalmente de las descargas de aguas residuales tanto de origen municipal como no municipal.
La DBO5 indica la cantidad de materia orgánica biodegradable, en tanto que la DQO indica la cantidad total de materia orgánica. El incremento de la concentración de la DBO5 incide en la disminución del contenido de oxígeno disuelto en los cuerpos de agua con la consecuente afectación a los ecosistemas acuáticos.
Por otro lado, el aumento de los valores de la DQO indica presencia de sustancias provenientes de descargas no municipales.
Los SS T miden la cantidad de solidos sedimentables, sólidos y materia orgánica en suspensión y/o coloidal. Tienen su origen en las aguas residuales y la erosión del suelo. El incremento de los niveles de SS T hace que un cuerpo de agua pierda la capacidad de soportar la diversidad de la vida acuática. Estos parámetros permiten reconocer gradientes que van: desde una condición relativamente natural o sin influencia de la actividad humana, hasta el agua que muestra indicios o aportaciones importantes de descargas de aguas residuales municipales y no municipales, así como áreas con deforestación severa.
Las coliformes fecales están presentes en los intestinos de organismos de sangre caliente (incluido el ser humano) y son excretados en sus heces fecales. Se distinguen por ser bacterias aerobias y anaerobias facultativas, gram negativas, no esporuladas, de forma de bacilo corto, que fermentan la lactosa con producción de gas en 48 horas a 35 ± 0.5°C. Por asociación son indicadores de la presencia de aguas residuales. Este parámetro se utiliza internacionalmente partiendo de la premisa de que su ausencia en el agua es un indicador de que otros organismos patógenos al hombre también están ausentes.
La determinación de los coliformes fecales se realiza principalmente por el método del Número Más Probable (NM P). Se fundamenta precisamente en la capacidad de este grupo microbiano de fermentar también la lactosa con formación de gas, turbiedad y acido al incubarlos a 44.5 ± 0.2°C durante un tiempo de 24-48 horas, utilizando un medio de cultivo que contenga sales biliares.
Síntesis de calidad del agua[footnoteRef:15] [15:  Fuente: Estadísticas del agua, 2018, Comisión Nacional del Agua] 

En 2017 se monitoreo la calidad del agua superficial en 5 028 sitios, resultado de una tendencia en los últimos anos a incrementar esta medición, como puede verse en la gráfica A2.1.
[image: ]
Grafica A2.1 Estaciones de la Red Nacional de Monitoreo, 2007 - 2017
En la tabla A2.1 se muestra gráficamente el número de sitios donde se determinaron los indicadores de DBO5, DQO y SST, en el periodo 2013-2017, indicando mediante una minigráfica la interpretación de la calidad del agua (excelente, buena calidad, aceptable, contaminada y fuertemente contaminada). La figura A2.1 presenta un ejemplo de interpretación de los datos de la tabla A2.1.
[image: ]
Figura A2.1 Clave para interpretar la tabla A2.1
[image: ]
Tabla A2.1 Síntesis de calidad del agua 2013-2017

En la gráfica A2.2 se presenta le evolución de la calidad del agua en las playas monitoreadas en el periodo 2005-2017, donde se puede apreciar un ascenso en el número de playas y un porcentaje creciente de muestras que cumplen con límite máximo establecido.
[image: ]
Nota:	Entre 2009 y 2010 se reagruparon las estaciones de monitoreo. A partir de 2010 el criterio de calidad se modificó de 500 a 200 NM P/100ml.
Fuente: Elaborado con base en SEMARNAT et ál. (2017).
Grafica A2.2. Resultados del programa de monitoreo de calidad del agua en playas 2005-2017
Con base en la norma NMX-AA-120-SCFI-2006, en el año 2018 la playa El Chileno en los Cabos, fue la primera playa certificada en México. Para enero de 2018, se tienen certificadas 36 playas de acuerdo con la modificación de 2016 a la norma, esto en 17 municipios de nueve estados. En la gráfica A2.3, se presenta la evolución del número de playas certificadas y en la figura A2.2 su ubicación.
[image: ]
Grafica A2.3. Evolución del número de playas certificadas 2008-2018
[image: ]
Figura A2.2 Playas certificadas en enero de 2018
Dados los logros alcanzados por el Programa en la conservación y buenas prácticas de playas en nuestro país, en julio de 2012 la Fundación para la Educación Ambiental aprobó que Pronatura México A.C fuera el operador exclusivo en México del galardón Blue Flag, que es un sistema de premios europeos a playas y puertos.
En junio de 2013 se entregaron los primeros cinco galardones a las playas de El Chileno en Los Cabos, Nuevo Vallarta en Bahía de Banderas, El Palmar I en Zihuatanejo de Azueta, Chahué, en Santa María Huatulco y Delfines en Cancún. Para 2018 ya suman 55 los sitios galardonados en nuestro país. En la gráfica A2.4, se presenta la evolución del número de playas galardonadas y en la figura A2.3 su ubicación.
[image: ]
Grafica A2.4. Evolución del número de playas galardonadas 2013-2018
[image: ]
Figura A2.3 Playas galardonadas en enero de 2018
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